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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a  26 de abril de 2021. 

 Comparece el señor Jaime O. Serra Hernández (señor Serra o 

recurrente) mediante recurso de revisión judicial. Nos solicita la 

revocación de la determinación emitida el 19 de enero de 2021 y 

notificada el 16 de febrero del mismo año. Mediante esta, el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) declaró no ha 

lugar la solicitud de reconsideración presentada por el recurrente y 

confirmó la sanción impuesta en su contra.  

Por los fundamentos que exponemos y discutimos a 

continuación confirmamos la Resolución recurrida.   

I.  

 El 7 de octubre de 2020, el señor Nelson Almodóvar –Oficial 

de Saneamiento– (querellante) presentó Informe de querella de 

incidente disciplinario en contra del recurrente.1 Surge del informe 

de querella que, tras realizar una inspección en la celda 109-3p del 

señor Serra, el querellante encontró un conducto del aire 

acondicionado tapado con un pedazo de plástico que obstruía el 

 
1 Moción Informativa, anejo 2.  



 
 

 
KLRA202100093 

 

2 

acceso del aire al interior de la celda.2 Además, el querellante 

sostuvo que dicha obstrucción ocasionaba que los compresores de 

la unidad se congelaran y se quemaran.3 Por otro lado, surge del 

informe de querella que el 7 de octubre de 2020 a las 6:51pm le 

notificaron al recurrido sobre la presentación de la querella 

disciplinaria en su contra.4 Asimismo, en esa misma fecha, el 

recurrente recibió un documento en el que le advirtieron los 

derechos que le asisten cuando se le radica un informe 

disciplinario.5  

Según surge del informe de investigación, el 8 de octubre de 

2020, el investigador Fernando A. Rojas Feliciano (señor Rojas o 

investigador) comenzó el proceso investigativo.6 Al respecto, surge 

que el investigador le advirtió al señor Serra sobre su derecho a 

permanecer callado.7 Además, le advirtió que tenía derecho a recibir 

su asistencia para entrevistar testigos.8 Por otro lado, surge del 

aludido informe que el señor Serra negó los hechos imputados, 

rehusó declarar al respecto e indicó que no deseaba tener testigos.9 

Los documentos anejados al informe de investigación fueron los 

siguientes:  

1. Querella.10  

2. Declaración de querellante.11 

El querellante alegó que realizó una inspección en la 
celda 109, módulo 3p –donde vive el señor Serra– y encontró 
que el aire acondicionado estaba tapado con un pedazo de 
plástico, el cual obstruía el flujo del aire al interior de la 
celda.  Sostuvo que dicha obstrucción causaba graves daños 
a la unidad y ocasionaba que los compresores se congelaran 
y se quemaran. 
 
3. Declaración del recurrente.12 

 
2 Íd.  
3 Íd.  
4 Íd.  
5 Moción en cumplimiento de orden, pág. 9 del apéndice.  
6 Íd., pág. 10. 
7 Íd. 
8 Íd.  
9 Íd. 
10 Íd., pág. 8. 
11 Íd., pág. 12. 
12 Íd. 
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El señor Serra no realizó declaraciones y consignó en 
el documento que únicamente declararía el día de la vista. 

 
4. Derechos del MPC.13 

5. Citación firmada por el recurrente.14  

El 16 de noviembre de 2020, el señor Serra fue citado 
para que compareciera el 9 de diciembre de 2020 a una vista 
administrativa disciplinaria. 

 

6. Reporte de cargos firmado por el recurrente.15  
 

Mediante este, le imputaron al recurrente la violación 
de la Regla 6 (105) del Reglamento Disciplinario para la 
Población Correccional, Reglamento Núm. 7748, 
Departamento de Estado, 23 de septiembre de 2009, pág. 14 

(Reglamento 7748), la cual establece la siguiente prohibición: 
 

105: Se prohíbe la posesión, fabricación, uso, 
distribución o introducción de herramientas, 
instrumentos, artículos, objetos o sustancias que 
afecten la seguridad institucional o que puedan 
utilizarse para destruir, alterar, dañar, interferir, 
obstruir, inutilizar o romper cerraduras, portones, o 
cualquier artículo, mecanismo o procedimiento de 
seguridad.  
 

7. Hoja de incidentes.16 

8. Investigación.17 

9. Fotos de la evidencia.18   

Celebrada la vista disciplinaria, el DCR emitió Resolución 

enmendada y resolvió que el señor Serra cometió el acto prohibido 

imputado.19 En específico, expresó que no le dio credibilidad a la 

declaración del recurrente.20 Así, al evaluar la evidencia que surgía 

del expediente y la recopilada en la vista disciplinaria, determinó 

que el recurrido violó el Código 105 del Reglamento 7748.21 La 

Resolución enmendada fue notificada el 16 de diciembre de 2020.22 

Inconforme con dicha determinación, el 17 de diciembre de 

2020, el señor Sierra presentó una solicitud de reconsideración.23 

Sostuvo que el DCR incidió en encontrarlo culpable del acto 

 
13 Íd., pág. 9.  
14 Íd., pág. 14. 
15 Íd., pág. 15. 
16 Íd., pág. 16. 
17 Íd., pág. 10. 
18 Íd.  
19 Íd., págs. 6-7. 
20 Íd., pág. 6. 
21 Íd. 
22 Íd., pág. 7. 
23 Íd., págs. 3-5. 
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prohibido, a pesar de la existencia de una declaración escrita en la 

que otro confinado admitió que fue el autor de los hechos 

imputados.24 Atendida su solicitud, el 19 de febrero de 2021, fue 

declarada no ha lugar.25 Específicamente, el DCR resolvió que la 

Resolución recurrida fue emitida conforme a derecho y a la 

reglamentación aplicable, pues del expediente administrativo surgía 

que el recurrente cometió el acto imputado.26 Dicha determinación 

fue notificada el 16 de febrero de 2021.27  

Aun en desacuerdo, el 23 de febrero de 2021, el señor Serra 

presentó este recurso y le imputó a la agencia recurrida la comisión 

de los siguientes errores: 

ERRÓ Y ABUSÓ DE SU DISCRECIÓN AL ENCONTRAR 
INCURSO A ESTE RECURRENTE CUANDO LA PRUEBA NO 
FUE SATISFACTORIA EN DERECHO.  
 
ERRÓ LA ADMINISTRACIÓN DE CORRECCIÓN Y SUS 
FUNCIONARIOS AL ENCONTRAR INCURSO A ESTE 
RECURRENTE CUANDO EL OFICIAL INVESTIGADOR NO 
CUMPLIÓ CON LA REGLA DE EMPLAZAMIENTO.  

 
ERRÓ LA ADMINISTRACIÓN DE CORRECCIÓN AL 
CONFIRMAR LA DETERMINACIÓN DE LA OFICIAL 
EXAMINADORA DE [LA] VISTA DISCIPLINARIA CUANDO 
EMITIÓ UNA RESOLUCIÓN FUERA DE LOS TÉRMINOS 
REGLAMENTARIOS.  
 
ERRÓ LA ADMINISTRACIÓN Y SUS FUNCIONARIOS AL 
ENCONTRAR INCURSO A ESTE RECURRENTE CUANDO 
EXISTE UNA DECLARACIÓN DEL COMPAÑERO DE 
CELDA QUE ACEPTÓ LA CONDUCTA IMPUTADA LO QUE 
DEMUESTRA QUE ESTE RECURRENTE NO TIENE NADA 
QUE VER CON EL ACTO PROHIBIDO.  
 

En específico, adujo que el alegado plástico utilizado no se 

ocupó ni se retrató. Respecto al segundo señalamiento de error, 

sostuvo que hubo insuficiencia de emplazamiento, ya que este no 

firmó la citación ni el reporte de cargos, según requerido por la Regla 

13(F)(1). Sobre el tercer señalamiento de error, arguyó que la 

Resolución recurrida fue emitida fuera del término de tres (3) días 

establecido en la Regla 14 del Reglamento 7748. Al respecto, indicó 

 
24 Íd.  
25 Íd., pág. 1-2.  
26 Íd.  
27 Íd.  
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que la vista disciplinaria fue celebrada el 9 de diciembre de 2020, 

sin embargo, le notificaron la Resolución el 16 del mismo mes y año. 

Finalmente, en cuanto al cuarto y último señalamiento de error, 

expresó que la Oficial Examinadora no probó que el recurrente actuó 

en concierto y común acuerdo con el confinado José G. Sosa 

Jiménez, quien realizó una declaración aceptando que cometió los 

hechos imputados. 

Atendido el recurso presentado, el 11 de marzo de 2021 

emitimos Resolución y le ordenamos al DCR que presentara la 

respuesta a la reconsideración del caso 311-20-359. En el interín, 

el recurrente presentó Declaración en apoyo de solicitud para litigar 

como indigente. Atendida su solicitud, el 19 de marzo de 2021, la 

declaramos con lugar.  

Posteriormente, el 23 de marzo de 2021, el DCR –representado 

por la Oficina del Procurador General de Puerto Rico– presentó copia 

de la respuesta en reconsideración emitida el 19 de enero de 2021 y 

notificada el 16 de febrero del mismo año. En atención a ello, el 26 

de marzo de 2021, emitimos Resolución en la que determinamos que 

el recurrente presentó su recurso oportunamente y, además, le 

solicitamos al DCR que presentara copia del expediente de la 

querella 311-20-0359. En cumplimiento, el 8 de abril de 2021, el 

DCR –representado por la Oficina del Procurador General de Puerto 

Rico– presentó los documentos solicitados.  

De entrada, debemos mencionar que la Regla 7 (B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), nos confiere la facultad para prescindir de escritos, en 

cualquier caso, con el propósito de lograr su más justo y eficiente 

despacho. Dadas las particularidades de este caso, en consideración 

a lo anterior, procedemos a disponer del presente recurso sin 

requerir mayor trámite. 
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II.  

-A- 

La revisión judicial nos permite asegurarnos que los 

organismos administrativos actúen según las facultades que 

legalmente les fueron concedidas. Comisión Ciudadanos v. G.P. Real 

Property, 173 DPR 998, 1015 (2008).  Particularmente, la revisión 

judicial permite que evaluemos si los foros administrativos han 

cumplido con los mandatos constitucionales que gobiernan su 

función como, por ejemplo, que respeten y garanticen los 

requerimientos del debido proceso de ley que le asiste a las partes. 

Íd. Así, “[l]a revisión judicial garantiza a los ciudadanos un foro al 

que recurrir para vindicar sus derechos y obtener un remedio frente 

a las actuaciones arbitrarias de las agencias”. Íd. 

Respecto al estándar que debemos utilizar al intervenir y 

revisar determinaciones administrativas, estamos llamados a 

concederles deferencia y no reemplazar el criterio especializado de 

las agencias por el nuestro. Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 

202 DPR 117, 126 (2019); Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 

26, 35 (2018). Lo anterior, debido a que son estas las que tienen el 

conocimiento especializado sobre los asuntos que se le delegaron. 

Íd. Consonó con lo que antecede, las determinaciones 

administrativas gozan de una presunción de legalidad y corrección, 

la cual subsistirá mientras no se produzca suficiente prueba como 

para derrotarlas. Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 206, 

215 (2012). 

El alcance de nuestra intervención queda incorporado en la 

sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9601, et 

seq. (LPAU) que establece, en lo pertinente, que: 

El tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el recurrente tiene derecho a un remedio. 
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Las determinaciones de hechos de las decisiones de 
las agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en 
evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo. 

 
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal.28  

 

De lo anterior, se colige que la revisión administrativa 

comprende tres áreas: 1) si el remedio concedido por la agencia fue 

apropiado; 2) si las determinaciones de hecho que realizó la agencia 

están sostenidas por evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo, y 3) si mediante una revisión, completa y absoluta, 

las conclusiones de derecho del ente administrativo fueron 

correctas. Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, págs. 35-36; 

Batista, Nobbe v. Jta. Directores, supra, pág. 217; Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010); Mun. de San 

Juan v. JCA, 149 DPR 263, 279-280 (1999). 

En suma, al revisar las determinaciones e interpretaciones 

del foro administrativo, en un ejercicio de razonabilidad, nos 

limitaremos a analizar si se actuó de modo arbitrario, ilegal o de 

modo tan irrazonable que constituye un abuso de discreción. 

Batista, Nobbe v. Jta. Directores, supra, pág. 216; Rebollo v. Yiyi 

Motors, 161 DPR 69, 76 (2004). Si se incurriera en estas 

actuaciones, “entonces cederá la deferencia que merecen las 

agencias en las aplicaciones e interpretaciones de las leyes y los 

reglamentos que administran”. Rolón Martínez v. Supte. Policía, 

supra, pág. 36. En cuanto a la revisión de las determinaciones de 

hechos, debemos recordar que estas deben sostenerse cuando se 

basen en evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo. Íd. Por su parte, las conclusiones de derecho pueden 

revisarse en su totalidad y “se sustituirá el criterio de la agencia 

cuando no se pueda hallar fundamento racional que explique o 

justifique el dictamen administrativo”. Íd. 

 
28 3 LPRA sec. 9675. 
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-B- 

 El Reglamento Disciplinario para la Población Correccional, 

Reglamento Núm. 7748, Departamento de Estado, 23 de septiembre 

de 2009 (Reglamento 7748) fue aprobado para establecer los 

procedimientos disciplinarios que debía seguir el DCR al imponer 

medidas disciplinarias a los confinados que violaban las normas de 

la institución. Es importante reseñar que el Reglamento 7748 fue 

derogado por el Reglamento para Establecer el Procedimiento 

Disciplinario de la Población Correccional, Reglamento Núm. 9221, 

Departamento de Estado, 8 de octubre de 2020, el cual entró en 

vigor el 8 de noviembre de 2020. Sin embargo, debido a que los 

hechos pertinentes a la querella surgieron antes de su vigencia, 

procede que apliquemos el Reglamento 7748.  

La Regla 4 del Reglamento 7748 definía el acto prohibido como 

“cualquier acto descrito en este Reglamento que implique una 

violación a las normas de conducta de la institución que conlleve la 

imposición de medidas disciplinarias, incluyendo cualquier acto u 

omisión, o conducta tipificada como delito”. Así, la Regla 6 del 

Reglamento 7748 establecía dos (2) niveles de actos prohibidos en 

la escala disciplinaria de severidad. En lo pertinente, el Nivel I 

incluía como actos prohibidos las violaciones administrativas que, 

por su propia naturaleza o magnitud, constituían un riesgo o 

amenaza a la seguridad, la disciplina o el ambiente institucional. Íd. 

Como parte de los actos prohibidos en el Nivel I, la Regla 6(105) del 

Reglamento 7748 prohibía, entre otras cosas, “[…] la posesión, 

fabricación, uso, distribución o introducción de herramientas, 

instrumentos, artículos, objetos o sustancias que afecten la 

seguridad institucional o que puedan utilizarse para destruir, 

alterar, dañar, interferir, obstruir, inutilizar o romper cerraduras, 

portones o cualquier artículo, mecanismo o procedimiento de 

seguridad”. La comisión de dicho acto prohibido podía acarrear, 



 
 

 
KLRA202100093    

 

9 

entre otras, a una sanción de privación de privilegios. Regla 7 del 

Reglamento 7748. La privación de privilegios podía incluir, entre 

otras cosas, la suspensión de compra en la comisaría y la 

suspensión de recreación. Íd. Los límites específicos de tiempo para 

dicha privación dependían del nivel del acto prohibido. Íd. Los actos 

prohibidos en el Nivel I, tenían un límite de tiempo de sesenta (60) 

días, en los casos de reincidencia, o cuando se cometan (2) o más 

actos prohibidos en una misma situación. Íd.  

 En cuanto al proceso de investigación, la Regla 11 del 

Reglamento 7748 establecía lo siguiente: “[t]odo caso de querella 

disciplinaria será referido al Investigador de Querellas para la 

correspondiente investigación”. Así, luego de concluida la 

investigación, el Investigador de Querellas debía remitir todos los 

documentos, junto con el informe de investigación, al Oficial de 

Querellas, el cual realizaría un reporte de cargos y notificaría al 

confinado sobre los cargos y sobre la fecha y hora de la vista. Regla 

11 del Reglamento 7748. La notificación de la vista debía incluir: (1) 

fecha, hora y lugar en que se celebraría la vista y su naturaleza y 

propósito; (2) en los casos de revocación de privilegios o desvíos, el 

confinado debía ser apercibido de que tenía derecho de comparecer 

asistido de un abogado; (3) cita de la disposición legal o 

reglamentaria que autorizaba la celebración de la vista; (4) 

referencia de las disposiciones legales o reglamentarias infringidas 

y los hechos constitutivos de la infracción; (5) apercibimiento de las 

medidas que la agencia podía tomar si la parte no comparecía a la 

vista; y (6) advertencia de que la vista no podía ser suspendida. Regla 

13 del Reglamento 7748. Al recibir dicha notificación, el confinado 

estaba obligado a comparecer a la vista, excepto que, entre otras 

cosas, renunciara expresamente a ese derecho. Íd. Así, si el 

confinado se rehusaba a comparecer a la vista, debía firmar el 

documento de notificación en el espacio correspondiente. Íd.  
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 En cuanto a la presentación de testigos, la Regla 15 del 

Reglamento 7748 disponía, en lo pertinente, que el confinado 

imputado podía solicitar la comparecencia de testigos que tuvieran 

información sobre la controversia y estuvieran razonablemente 

disponibles. Además, dicha Regla establecía que no era necesaria la 

comparecencia de testigos repetitivos, empleados querellantes, ni 

testigos adversos, cuando su conocimiento sobre el incidente surgía 

de manera clara de la querella disciplinaria, documentos 

complementarios o del informe del Investigador de Vistas. Íd.  

 Por otro lado, relacionado con la adjudicación de la querella, 

la Regla 14 del Reglamento 7748 disponía que el Oficial Examinador 

consideraría toda la prueba presentada en la vista y su 

determinación debía estar basada en los méritos de la evidencia 

presentada. La resolución de la querella debía emitirse dentro del 

término de tres (3) días, contados desde la celebración de la vista y 

debía ser notificada al confinado el día laborable siguiente. Íd.   

III.  

 En este caso, el recurrente nos solicita que revisemos la 

determinación emitida el 19 de enero de 2021 y notificada el 16 de 

febrero del mismo año. Mediante esta, el DCR declaró no ha lugar la 

solicitud de reconsideración presentada por el señor Serra y 

confirmó la Resolución emitida por la Oficial Examinadora. En 

específico, resolvió que la Resolución se emitió conforme a derecho y 

a la reglamentación aplicable, ya que del expediente surgía que el 

recurrente había cometido el acto imputado. En consecuencia, 

confirmó la sanción impuesta.  

 De entrada, debemos recordar que las determinaciones 

administrativas gozan de una presunción de legalidad y corrección, 

la cual subsistirá mientras no se produzca suficiente prueba como 

para derrotarlas. Por ello, al revisar las determinaciones e 

interpretaciones del foro administrativo, en un ejercicio de 
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razonabilidad, nos limitaremos a analizar si este actuó de modo 

arbitrario, ilegal o de modo tan irrazonable que constituyó un abuso 

de discreción. Además, en cuanto a la revisión de las 

determinaciones de hechos, debemos recordar que estas deben 

sostenerse cuando se basen en evidencia sustancial que surja del 

expediente administrativo.  

 Para una mejor disposición del recurso, atenderemos, en 

primer lugar, el segundo y cuarto señalamiento de error, los cuales 

versan en torno a la corrección del procedimiento disciplinario 

llevado en contra del recurrente. Sobre el particular, este último 

alega que el Oficial Investigador no cumplió con la Regla 13(F)(1) del 

Reglamento 7748, debido a que la citación y el reporte de cargos no 

tenía su firma. Se equivoca. En su recurso, el señor Serra presentó 

la citación y el reporte de cargos sin su firma. Sin embargo, del 

expediente del caso ante la agencia, el cual solicitamos al DCR, 

surge que la citación y el reporte de cargos, entregados el 16 de 

noviembre de 2020, fueron firmados por el recurrente.29 Ahora bien, 

es importante destacar que la Regla 13(F)(1) del Reglamento 7748 

requiere que la citación a la vista disciplinaria sea firmada por el 

confinado solamente en los casos en que este rehúse asistir a la 

vista. Así, aunque entendemos que la mejor práctica es que el 

confinado firme la citación al recibirla, sin excepción alguna, no es 

correcto afirmar que la falta de la firma invalida el procedimiento, a 

menos que, como mencionamos, el confinado renuncie a su derecho 

de comparecer a la vista. Por las razones que anteceden, resolvemos 

que dicho error señalado por el recurrente no se cometió.  

 Por otro lado, el señor Serra argumenta que el DCR no debió 

confirmar la Resolución recurrida, ya que esta no se emitió dentro 

del término de tres (3) días establecido en la Regla 14 del Reglamento 

 
29 Moción en cumplimiento de resolución, anejo I, págs. 14-15.   
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7748. Al respecto, sostiene que la vista disciplinaria se celebró el 9 

de diciembre de 2020 y que fue notificado de la Resolución el 16 

siguiente. Sobre el particular, reseñamos que, aunque es cierto que 

el DCR falló en emitir la determinación en el término 

correspondiente, entendemos que ello no tuvo el efecto de perjudicar 

los derechos del recurrente.  Además, el término reglamentario no 

es jurisdiccional, por lo que la alegación de que la Resolución no se 

emitió dentro del término de tres (3) días, sin más, no es suficiente 

para dejar sin efecto la determinación recurrida. Por lo tanto, 

resolvemos que no procede dejar sin efecto la Resolución del DCR.  

 De otra parte, en su primer y cuarto señalamiento de error, el 

señor Serra alega que el DCR abusó de su discreción al resolver que 

este cometió el acto prohibido. Argumenta que el plástico no se 

retrató ni se incautó. De otra parte, el señor Serra aduce que existía 

una declaración de otro confinado aceptando que cometió los hechos 

imputados. No le asiste la razón. Nos explicamos. 

Según, discutimos en la exposición del derecho, la Regla 

6(105) prohíbe la posesión, fabricación, uso, distribución o 

introducción de herramientas, instrumentos, artículos, objetos o 

sustancias que afecten la seguridad institucional o que puedan 

utilizarse para destruir, alterar, dañar, interferir, obstruir, inutilizar 

o romper cerraduras, portones o cualquier artículo, mecanismo o 

procedimiento de seguridad. Sobre el particular, surge del 

expediente que el querellante declaró que el 7 de octubre de 2020 

realizó una inspección en la celda 109 módulo 3p, donde vivía el 

recurrente y encontró el conducto del aire acondicionado tapado con 

un pedazo de plástico, el cual obstruía el flujo del aire al interior de 

la celda. Además, indicó que dicha obstrucción ocasionaba que los 

compresores de la unidad se congelaran y se quemaran.  

Por otro lado, contrario a lo alegado por el recurrente, de la 

prueba examinada por el Oficial Examinador, surgen las fotos del 
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número de la celda donde vivía el señor Serra y del plástico 

obstruyendo el conducto del aire acondicionado. En cuanto a la 

alegada declaración de otro confinado admitiendo los hechos, surge 

del informe de investigación que el señor Serra no tuvo interés en 

presentar testigos a su favor. Por ello, la alegada admisión de hechos 

realizada por otro confinado –la cual no tenemos constancia de su 

existencia–  no formaba parte del expediente, por lo que no tenía que 

ser tomada en consideración.  

Así, conforme a lo establecido en la Regla 14 y 15 del 

Reglamento 7748, el conocimiento del querellante sobre el incidente, 

el cual surge de manera clara en la querella disciplinaria y en el 

informe del Investigador de Vistas, y las fotos del plástico 

obstruyendo el conducto del aire y del número de celda del 

recurrente, fueron suficientes para determinar que este último 

cometió la violación imputada. Por ello, resolvemos que el DCR no 

abusó de su discreción al determinar que el señor Serra cometió el 

acto prohibido, pues su determinación se fundamentó en la 

totalidad de la prueba del expediente administrativo.  

En síntesis, resolvemos que los errores señalados por el señor 

Serra no se cometieron. Ante tales circunstancias, procede que 

confirmemos la Resolución recurrida.  

IV.  

 Por los fundamentos que antecede, confirmamos la Resolución 

recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


